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guna del período de vigencia de la oferta, finalizando la promo-
ción el 16.4.2006. Un cliente intenta utilizar dicha promoción 
y se le deniega.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la Resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada en el que, en síntesis, se alegó:

- Que la imputación no es publicidad engañosa, sino una 
promoción a los usuarios. No se dan las circunstancias que 
prevé el artículo 4 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 
General de Publicidad.

- Que si bien es cierto que el ticket de lavado entregado al 
consumidor no incluía el período de duración de la oferta, no 
puede entenderse que fuera con carácter indefinido.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. El recurrente en definitiva indica infracción al 
principio de tipicidad.

Recogido por la CE en el art. 25.1 (principio penal de la 
tipicidad que como declara reiteradísima jurisprudencia es ex-
trapolable al campo del Derecho Administrativo), en el ámbito 
de las sanciones administrativas comporta una doble garantía: 
material, que se refiere a la ineludible necesidad de la prede-
terminación normativa de las conductas ilícitas y de las sancio-
nes correspondientes; y formal, relativa al rango necesario de 
las normas tipificadoras de esas conductas y sanciones.

Con la tipicidad se cumple con la precisa definición de la 
conducta que la Ley considere sancionable, siendo medio de 
garantizar el principio de hacer realidad, junto a la exigencia 
de una lex previa (ley previa), la de una lex certa (ley cierta).

En cuanto a la necesaria concreción de los tipos cabe se-
ñalar, como criterio general, que la descripción de los hechos 
o conductas constitutivas de infracciones administrativas debe 
ser lo suficientemente precisa como para que quede asegu-
rada la función de garantía del tipo, es decir, que tanto las 
conductas ilícitas como las sanciones correspondientes han 
de quedar predeterminadas mediante preceptos jurídicos que 
permitan predecir, con suficiente grado de certeza, las con-
ductas que constituyen infracción y las sanciones aplicables. 
En el mismo orden, también hay que recordar la prohibición, 
en este campo, de la interpretación extensiva y de la analogía.

Que tanto el Tribunal Constitucional (Sentencias de 8 junio 
1981 y 3 octubre 1983 entre otras), como el Tribunal Supremo 
(Sentencias de 26 abril y 17 julio 1982 por no citar más) han 
perfilado una doctrina en materia de derecho sancionador, de 
la que merece destacarse como línea maestra que el principio 
de tipicidad exige también para su aplicación la plena concor-
dancia de los hechos imputados en las previsiones prácticas 
aplicables al caso.

Pues bien, analizada la alegación de la recurrente, no 
existe incumplimiento del principio de tipicidad.

El artículo 4.º de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 
General de Publicidad, establece que “es engañosa la pu-
blicidad que de cualquier manera, incluida su presentación, 
induce o puede inducir a error a sus destinatarios, pudiendo 
afectar a su comportamiento económico, o perjudicar o ser 
capaz de perjudicar a un competidor. Es asimismo engañosa 

la publicidad que silencie datos fundamentales de los bienes, 
actividades o servicios cuando dicha omisión induzca a error 
de los destinatarios”.

En este precepto se contemplan dos aspectos de la pu-
blicidad: uno, referente a la información intrínsecamente con-
siderada, y que comprende no sólo la información que se da a 
conocer sino, también, a su presentación; y, otra, que supone 
una información a medias, debido a la ocultación u omisión de 
datos del producto o servicio, objeto de la publicidad. Es de-
cir, que la “publicidad engañosa” supone falta de veracidad de 
las características, en general, de un producto o servicio, bien 
porque no sea verdad, bien debido a que no se dan a conocer 
datos fundamentales de dicho producto o servicio.

Junto a este requisito “objetivo”, el precepto exige una con-
dición subjetiva, cual es la de que la “publicidad” de esas carac-
terísticas induzca o pueda inducir a error a sus destinatarios.

En este sentido, la Jurisprudencia tiene declarado que “la 
verdad publicitaria ha de interpretarse más que en riguroso 
significado metafísico en función del objeto o finalidad publi-
citaria, para evitar creaciones de publicidad faltas de verdad 
o deformadas o concebidas en términos inspiradores en el su-
jeto destinatario de errores sobre aspectos del producto” (STS, 
Sala 3.ª, 2 febrero 1974).

Por lo tanto, el error en el consumidor debe tener como 
causa la propia publicidad, y no el autoengaño.

Es lo que sucede en el presente caso, sorprendiendo so-
bremanera la contumaz persistencia en el argumento contra-
rio de la recurrente.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don An-
tonio Felices Abad, en representación de Estación de Servicio 
Costa Mediterráneo, S.L., contra la resolución del Delegado 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería, de fecha 
referenciada en consecuencia mantener la misma en sus pro-
pios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 16 de enero de 2009.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 16 de enero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por don 
José Francisco Listán Cervera, recaída en el expedien-
te S-MR-CA-000067-07.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a doña 
José Francisco Listán Cervera, en nombre y representación de 
Recreativos Arenal, S.L., de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, 



Página núm. 40 BOJA núm. 19 Sevilla, 29 de enero 2009

contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Cádiz, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 1 de diciembre de 2008.

Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia formulada por 
miembros de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, la Delegación del Gobierno en Cádiz 
incoó expediente sancionador contra la empresa operadora 
Recreativos Arenal, S.L., propietaria de la máquina recreativa 
de tipo B, modelo Gnomos, con serie y número 06-019880 y 
matrícula CA-13968, por supuesta infracción a lo dispuesto 
en la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía (en adelante, LJACAA), al 
hacerse constar en dicha acta que el día 13 de noviembre de 
2007, a las 12,30 horas, la máquina citada se encontraba ins-
talada y en explotación en el establecimiento denominado “La 
Fresquita Macarena”, sito en avenida de Huelva, 119, de Chi-
piona, cuando disponía de autorización de instalación para otro 
establecimiento del municipio de Sanlúcar de Barrameda.

Segundo. Tramitado el correspondiente expediente, con 
fecha 28 de enero de 2008, el Sr. Delegado del Gobierno en 
Cádiz acordó imponerle la sanción de multa por importe de 
mil doscientos tres (1.203) euros, como responsable de una 
infracción tipificada y calificada como grave en el artículo 29.1 
de la LJACAA y 105.a) del Reglamento de Máquinas Recreati-
vas y de Azar, de Salones Recreativos y de Juego y del Registro 
de Empresas de Juego de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, aprobado por Decreto 250/2005, de 22 de noviembre, 
consistente en “la explotación o instalación en cualquier forma 
de máquinas o sistemas de interconexión de éstas careciendo 
de alguna de las autorizaciones preceptivas recogidas en el 
presente Reglamento”, al considerarse probados los hechos 
recogidos en la denuncia.

Tercero. Notificada dicha resolución en fecha 12 de fe-
brero de 2008, el interesado interpone recurso de alzada en 
fecha 12 de marzo siguiente, formulando las alegaciones que 
constan en él y que se dan por reproducidas en aras del princi-
pio de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I. Esta Secretaría General Técnica es competente, por 
delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC) y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

II. El recurrente admite los hechos sancionados pero alega 
en su defensa el hecho de que la instalación de la máquina se 
llevó a cabo en el establecimiento en el que se encontraba en 
el momento de la denuncia, debido a un error administrativo, 
por lo que solicita la imposición de la sanción en su grado 
mínimo.

Ante lo anterior, sólo cabe denegar dicha petición pues 
la mínima diligencia exigible como empresario, le obligaría a 
prevenir que se produjesen tales situaciones. En este sentido 
se ha pronunciado la jurisprudencia de la que es muestra la 
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1.ª, de 25 de abril 
(Aranz. JUR 2001\284530), según la cual “... la explotación de 
la máquina de azar la lleva a cabo tanto la empresa operadora 
propietaria de la misma como el titular del establecimiento en 
que se encuentra situada, lucrándose ambos en el porcentaje 
correspondiente. La explotación de la máquina que carece de 
autorización...supone vulneración de la norma legal...y dicha 
infracción se comete tanto por el titular del establecimiento ca-
rente de autorización o con autorización caducada, como por 
la empresa operadora que sólo puede mantener instaladas sus 
máquinas en locales con autorización...No pudiendo olvidarse 
que la obligación del empresario de juego es explotar las má-
quinas con toda la documentación exigida, tanto la relativa a la 
propia máquina como al local de su situación y en cuanto a la 
falta de culpabilidad en que se pretende apoyar la recurrente 
que es bien sabido que en el ámbito del ejercicio de la potestad 
sancionadora de la Administración rige el principio de culpa-
bilidad, quedando excluida la responsabilidad objetiva, como 
resulta de la constante doctrina jurisprudencial y del artículo 
130.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común, que predica la responsabilidad aún a título 
de simple inobservancia, supuesto que concurre en el presente 
caso pues debe entenderse que una Empresa Operadora co-
noce los requisitos que deben reunir las máquinas recreativas 
y de azar para su legítima instalación y explotación y debe con-
trolar la regular explotación de sus máquinas...”. Puesto que el 
importe de multa acordado se atiene a los criterios mantenidos 
por esta Consejería, no cabe entrar en su revisión.

Por lo anterior, vistos los preceptos legales citados y de-
más de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso interpuesto por don José Francisco 
Listán Cervera, en representación de Recreativos Arenal, S.L., 
contra la resolución del Delegado del Gobierno en Cádiz, de fe-
cha 28 de enero de 2008, recaída en expediente CA-67/07-MR, 
confirmándola en todos sus extremos.

Notifíquese la presente resolución al interesado con in-
dicación de los recursos que caben contra ella. La Secretaria 
General Técnica. Fdo. Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 16 de enero de 2009.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 16 de enero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por doña 
Marta Patricia Sánchez Manso, recaída en el expedien-
te 04-000174-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 


